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//tencia No. 36                       MINISTRO REDACTOR: 

                        DOCTOR RICARDO C. PÉREZ MANRIQUE  

Montevideo, veinticuatro de febrero de dos mil catorce 

     VISTOS:  

       Para sentencia definitiva, 

estos autos caratulados “BRUSICH PATETTA, CARLOS C/ 

ASOCIACIÓN ESPAÑOLA PRIMERA DE SOCORROS MUTUOS - DEMANDA 

LABORAL - CASACIÓN”, IUE: 2-28766/2012; venidos a 

conocimiento de esta Corporación, por mérito al recurso 

de casación interpuesto por la parte actora, contra la 

Sentencia dictada en segunda instancia por el Tribunal 

de Apelaciones del Trabajo de 4to. Turno. 

     RESULTANDO: 

      1º) Que por la referida 

decisión se falló desestimando el recurso de queja por 

denegación de apelación deducido y se revocó la 

sentencia impugnada, en su lugar se desestimó la demanda 

en todos sus términos (fs. 678/690).  

       Por su parte, el 

pronunciamiento de primer grado, emanado del Juzgado 

Letrado del Trabajo de la Capital de 2do. Turno, falló: 

“Declarando la competencia material de la Sede para 

conocer en el presente proceso. Amparando parcialmente 

la demanda y en su mérito condenando a la demandada a 

abonar al actor la suma de $4.826.718 por concepto de 

salarios impagos, licencia no gozada, salario 
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vacacional, aguinaldo, indemnización por despido común, 

reajustes, intereses, multa legal y daños y perjuicios 

preceptivos, todo de acuerdo a lo que resulta del 

expositivo de la presente sentencia y según detalle y 

liquidación formulada por la Sede al día de la fecha en 

el considerando dedicado específicamente a 

‘liquidación’. A las sumas adeudadas deberán aplicarse 

los reajustes e intereses legales que se calcularán en 

forma lineal no acumulable, hasta el efectivo pago, 

según criterios expresados en el expositivo de la 

presente sentencia y en la liquidación practicada por la 

Sede. Las costas a cargo de la demandada sin especial 

condena en costos. Desestímase la demanda en todo lo 

restante...” (fs. 529/564 vto.). 

      2º) Que el representante del 

actor interpuso recurso de casación, y luego de 

fundamentar su procedencia, expresó en síntesis: 

       - La sentencia impugnada 

infringió y aplicó erróneamente las normas sobre 

admisibilidad y valoración de la prueba, constituyendo 

sus conclusiones un absurdo evidente. Normas infringidas 

tanto de fondo como forma que constituyeron error de 

derecho determinantes de su parte dispositiva. 

       - La Sala, sin analizar 

los indicios de la relación laboral que fueron 

plenamente probados en autos y sin desechar los graves y 
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concluyentes indicios señalados analizados en primera 

instancia, llegó a la equívoca conclusión que no existió 

relación laboral. 

       - En materia laboral 

corresponde tener en cuenta para definir y configurar la 

relación de autos como una relación de trabajo, no sólo 

los documentos redactados por la empleadora (es la 

forma), sino también los hechos de la ejecución, es 

decir, la realidad. 

       - Para que se configure 

una relación laboral, tanto doctrina como jurisprudencia 

son contestes en que la relación debe presentarse en 

forma de subordinación jurídica. Para que se entienda  

que existe subordinación se requiere la presencia de dos 

elementos: uno es la facultad jurídica del patrono, en 

virtud de la cual puede dictar los lineamientos, 

instrucciones y órdenes convenientes para obtener el fin 

que se ha propuesto la empresa, otra es la obligación 

jurídica del empleado de cumplir con esas normas. 

       - El “ad quem” infringió 

los principios de reserva legal (art. 18 de la 

Constitución); de seguridad jurídica (arts. 7, 10, y 332 

de la Carta); de igualdad jurídica (art. 4 C.G.P.); la 

doctrina de los actos propios de raigambre 

constitucional y fundado en el principio de buena fe; 

los principios de veracidad, buena fe y lealtad procesal 
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(art. 5 del C.G.P.); el principio de que el fin del 

proceso es la efectividad de los derechos sustanciales 

(art. 14 del C.G.P.); así como el principio protector; 

el de ejecución de buena fe de los contratos (art. 1291 

inc. 2 del C.C.); el dispositivo; el principio de 

preclusión; de continencia de la causa y los límites de 

la apelación (art. 257.2 del C.G.P.). 

       - El argumento de que el 

Dr. Brusich no marcaba tarjeta, no tiene relevancia, en 

tanto el Decreto 611/80 aplicable a la situación de 

autos, establece que no se encuentran comprendidos en la 

limitación de horario de trabajo, entre otros, los 

profesionales universitarios e idóneos de alta 

especialización que en calidad de tales cumplan tareas 

en establecimientos industriales, comerciales y de 

servicios. Fue reconocido por la contraria que el actor 

era una persona altamente especializada como 

consecuencia natural y lógica resulta que como 

funcionario de esas características no debía marcar 

tarjeta. 

       - El Tribunal omitió 

considerar el expediente administrativo del Dr. Saccone 

y lo que representa un claro ejercicio del poder 

disciplinario, indicio elocuente de la existencia de una 

relación de subordinación. El poder de dirección de la 

demandada no se hacía en lo técnico, sino en lo 
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administrativo. 

       - Resulta fundamental la 

declaración del Dr. Fronzutti, médico cirujano cardíaco 

que fue jefe de cirugía cardíaca junto al actor, quien 

fue indicado como declarante de la parte demandada y por 

tanto no podía ser distinta de la declaración como 

testigo. Lo expresado al testimoniar constituye una 

confesión (por adelantado, un reconocimiento expreso). 

Al designarlo a declarar como integrante de la parte 

demandada, ya conocía lo declarado y, tácitamente, 

admitió lo afirmado por Fronzutti, al declarar como 

testigo. Es decir, luego de realizada la declaración 

testimonial, al designarlo la parte demandada acepta el 

contenido de la declaración anterior. 

       - La Sala se apartó de los 

términos del litigio y de la prueba, cuando sin 

considerar los elementos probatorios introducidos a la 

causa, por razones genéricas desecha la abundante, 

exhaustiva y plenamente convincente prueba aportada. De 

esa manera, la sentencia es incongruente y nula y como 

tal debe ser revocada. 

       - La impugnada desconoció 

la realidad, así como la prueba de autos, llegando a la 

conclusión errónea de que no existe relación laboral. 

Por el contrario, existió relación laboral en autos y 

prueba aportada, indicios plurales convergentes, 
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coincidentes sobre su existencia: el trabajo se realiza 

en la sede mutual; los equipos médicos pertenecían a la 

mutualista, ella intervenía en la asignación del caudal 

de trabajo; la remuneración no era disímil de la que 

recibían otros médicos subordinados; existía una 

obligación del médico de “estar a la orden”. 

       - La capacidad técnica y 

la formación universitaria del actor no lo hacen un 

“técnico en derecho”. Se trata de una contratación por 

adhesión. El arrendamiento de servicios fue redactado 

por la demandada y el Dr. Brusich lo suscribió, sin 

poder hacer modificación alguna. 

       - El recurso de adhesión 

de la apelación es una verdadera apelación y por tanto 

se encuentra en el elenco de recursos que permite la 

ley. La impugnada no admitió el recurso porque dicha vía 

no está prevista en la Ley No. 18.572, no pudiendo 

introducirse dicha vía recursiva a través de la 

integración. Contrariamente a lo señalado por el 

tribunal, el recurso debió admitirse y el caso de autos 

es un claro ejemplo de despido abusivo, por lo que se 

debe ampliar la condena de primera instancia al rubro 

mencionado. 

       - El Tribunal no tomó en 

cuenta los actos propios relevantes de la demandada. La 

accionada designó para la declaración de parte a quien 
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se encontraba en la misma situación jurídica          

que el actor (co-jefe de cirugía cardíaca y cirujano). 

Si considera al actor en la situación de arrendamiento 

de servicios, no podría haber designado al Dr. 

Fronzutti.  

       - En definitiva solicita 

que se revoque la sentencia impugnada y se admita la 

condena in totum de la pretensión accionada conforme a 

derecho. Asimismo, declare la nulidad del rechazo de la 

adhesión a la apelación, acogiendo dicho recurso y en su 

mérito condenando a la demandada, también, al pago del 

despido abusivo, tal como fue liquidado en la sentencia 

(fs. 725). 

      3º) Conferido traslado a la 

parte demandada, lo evacuó, sosteniendo por los motivos 

que expuso que la Suprema Corte de Justicia desestime el 

recurso en todos sus términos, confirmando la sentencia 

de segunda instancia íntegramente (fs. 729/739). 

      4º) Que el Tribunal de 

Apelaciones del Trabajo de 4to. Turno dispuso conceder 

el recurso de casación interpuesto, para ante la Suprema 

Corte de Justicia, donde fueron recibidos el día 5 de 

noviembre de 2013 (nota de fs. 744). 

      5º) Que previo pasaje a 

estudio, se acordó sentencia en forma legal (Auto No. 

2115 de 7 de noviembre de 2013 (fs. 745 y ss.). 
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     CONSIDERANDO: 

      I) La Suprema Corte de 

Justicia, por unanimidad de sus integrantes naturales 

desestimará el recurso de casación interpuesto. 

      II) El punto central a 

dilucidar en autos refiere a la naturaleza jurídica del 

vínculo que ligaba a las partes, cuestión revisable en 

sede de casación, a partir de lo cual corresponde el 

análisis de los extremos de hecho tenidos por probados 

en las instancias de mérito y, en ese sentido, si se 

efectuó o no una correcta subsunción de aquellos 

elementos dados por probados en la categoría de que se 

trate (cf. Sentencias Nos. 408/2003, 8/2007, 6/2010, 

462/2010 y 413/2012 de la Corte, entre otras). 

       Como elementos típicos de 

la relación de trabajo, Plá Rodríguez incluye: la 

actividad personal, la subordinación, la onerosidad y la 

durabilidad. 

       Refiriéndose a la 

prestación de actividad personal, el citado autor 

enseña: “...El trabajo debe ser estrictamente personal. 

Quien realiza un contrato de trabajo no puede ser 

sustituido por otro. Por eso se dice que es ‘intuitu 

personae’ con respecto al trabajador. Es comprensible 

que así sea porque por la misma insuperabilidad entre la 

prestación y la persona del trabajador, no son 
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indiferentes las condiciones de habilidad y de confianza 

de cada persona. Se trata de situaciones o condiciones 

intransferibles...” (Cfme. autor citado, “Curso de 

Derecho Laboral, Volumen I, Tomo II, 2ª reimpresión, 

Ediciones Idea, 1991, pág. 20). 

       Por su parte, la 

subordinación es el elemento típico por excelencia que 

permite identificar el contrato de trabajo y 

diferenciarlo de otras figuras similares. 

       La subordinación técnica 

se verifica siempre que el trabajador ejecute sus tareas 

en el mismo local del empleador y bajo su vigilancia 

inmediata y permanente. Se llama subordinación técnica 

porque supone la dirección efectiva de las tareas por el  

empleador, que no sólo sabe desempeñarlas, sino que 

indica cómo deben cumplirse, controla su ejecución, 

corrige a su trabajador o lo ayuda en caso de ser 

necesario, controla sus resultados, etc. 

       A su vez, la subordinación 

jurídica o jerárquica supone que el trabajador se 

integra en la organización de la empresa –la cual se 

ordena jerárquicamente- y que el empleador está 

facultado para dirigir su actividad (poder de 

dirección), (cf. autor y obra citada, págs. 21 a 26). 

       En lo relativo a la 

durabilidad, se entiende como lo opuesto a las 
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prestaciones ocasionales o accidentales de servicios, 

aunque sean onerosas. La relación de trabajo está dotada 

de una nota de estabilidad. 

       Analizando las diferencias 

entre el contrato de trabajo y el de arrendamiento de 

servicios, sostiene: 

       “... podemos extraer como 

conclusión de todo lo expuesto, que la opinión más 

generalizada equipara el arrendamiento de servicios a 

una prestación de servicios que se prolonga en el tiempo 

pero sin que exista subordinación. 

       El ejemplo más típico lo 

constituye la prestación de servicios que brinda un 

profesional universitario cuando no existe 

subordinación. Un médico que es llamado para que atienda 

a un enfermo no se compromete a curarlo –es decir, una 

obra- sino a prestar un servicio de asistencia, que no 

se agota en la ejecución de un único acto. La falta de 

toda subordinación excluye la asimilación al contrato de 

trabajo. Lo mismo ocurre con el abogado que presta 

asesoramiento asistencia jurídica en uno o más asuntos, 

o con un dentista que atiende durante varios meses a un 

cliente o un ingeniero que brinda asesoramiento técnico 

durante un tiempo, etc...” (autor y obra citada, pág. 

60). 

      III) Partiendo de las nociones 
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analizadas y aplicándolas al caso en estudio, la 

adecuada valoración de la prueba que realizó la Sala la 

llevó, con acierto, a concluir que el vínculo que unió a 

las partes no fue una relación de trabajo, sino un 

arrendamiento de servicios. 

       En autos, no se probó la 

existencia de subordinación jurídica que constituye el 

elemento característico de la relación de trabajo. En 

tal sentido, no resultó acreditado que la demandada le 

impartiera órdenes o directivas al reclamante. El 

recurrente estima que debió tenerse en cuenta que el 

trabajo se realizaba en la sede mutual, hecho que no 

supone, por sí solo, indicio de subordinación. Ello, en 

el bien entendido de que resulta lógico que quien 

contrata los servicios de médicos pueda decidir el lugar 

donde los mismos sean prestados (dentro o fuera de la 

institución), siendo lógico también que se utilicen los 

equipos médicos pertenecientes a la mutualista (cfme. 

criterio seguido en Sentencia No. 574/2012 de la Corte). 

       En realidad y como 

correctamente señaló el tribunal, resultó probado que el 

actor no estaba sometido al régimen común de los 

trabajadores dependientes de la demandada, no estaba 

sujeto a las normas de contralor interno del personal, 

no estaba sometido a control de asistencia u horario 

alguno, no tenía legajo ni número de funcionario –tan 
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solo tenía un número de proveedor-, no estaba amparado 

al régimen previsional por enfermedad de los 

funcionarios de la accionada ni era parte del plan de 

licencias que la Asociación Española le exigía a sus 

dependientes, no se probó que hubiera sido sancionado, 

tenía un seguro por responsabilidad médica era 

consultado por la dirección del servicio para la 

integración del equipo médico, no había control directo 

sobre su gestión, informalmente hacía saber al equipo 

que lo asistía, facturaba con I.V.A. y aportaba a la 

Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 

Universitarios (fs. 687 vto.). 

       La circunstancia alegada 

por el recurrente de que la jornada laboral no se 

encuentre limitada para los profesionales universitarios 

e idóneos de alta especialización no implica que éstos 

no marquen registro de asistencia cuando se encuentran 

vinculados laboralmente. Por ende, el no acreditarse el 

registro de asistencia es un indicio más de que la 

naturaleza del vínculo no era laboral. 

       En cuanto al hecho de que 

la Institución demandada aplicó sanciones disciplinarias 

a otros cirujanos, tampoco acredita la sujeción 

disciplinaria del accionante. 

       Se concuerda con la Sala 

en punto a que los extremos que la Sra. Jueza a quo 
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consideró determinantes para calificar que lo que 

vinculó a las partes fue un contrato de trabajo no 

constituyen manifestaciones o exteriorizaciones 

exclusivas de la relación laboral. 

       Así, pues, el hecho de que 

el actor se desempeñara en un I.M.A.E., con los recursos 

provistos por la demandada y efectuando las 

intervenciones quirúrgicas en las instalaciones de ésta; 

que haya sido identificado como médico de la Asociación 

Española en una revista institucional y que haya sido 

invitado a concurrir a un congreso son todos supuestos 

que pueden encartar, perfectamente, en la ejecución de 

un contrato de arrendamiento de servicios (fs. 688). 

       Otro elemento a tomar en 

cuenta –adecuadamente ponderado por el tribunal ad quem- 

es lo llamativo que resulta que el promotor mientras 

duró la relación, no hubiese reclamado los rubros 

pretendidos en el presente proceso aguardando a terminar 

la vinculación con la demandada para pretender se le 

reconozca que su vínculo fue como médico dependiente de 

la accionada e impetrar su pago (conforme criterio 

expuesto por la Corte en Sentencia No. 6/2010). 

      IV) Con relación al agravio 

relativo a la declaración del Dr. Fronzutti, Jefe de 

cirugía cardíaca junto al actor, cabe precisar que 

asiste razón a la parte en cuanto a que su declaración 
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debe ser tenida en cuenta como declaración de parte por 

cuanto, si bien la demandada al contestar lo propuso 

como testigo, concurriendo a la audiencia en tal 

calidad, posteriormente a fs. 441 lo designó para 

deponer en representación de la Española “... por ser la 

única persona con conocimiento de los hechos de autos 

que permanece en la institución”. 

       Planteada tal situación, 

la magistrado de primera instancia señaló que: “...Sin 

perjuicio de la ponderación que corresponde efectuar de 

la declaración vertida en infolios por el propuesto, a 

fin de no reiterar actividades procesales 

innecesariamente prescíndese de la declaración de 

parte...”. 

       Por lo que, en definitiva, 

conforme lo señaló la “a quo”, es claro que la 

declaración del Dr. Fronzutti debe de ser valorada como 

declaración de parte demandada. Sin perjuicio de ello, 

no corresponde atribuirle el valor probatorio que 

pretende el actor, por cuanto emergen de la declaración 

vertida indicios que corroboran aún más la conclusión a 

la cual arribó la Sala. 

       En tal sentido, el Dr. 

Fronzutti declaró: “...El actor y yo compartíamos la 

jefatura de cirugía cardíaca, lo que implicaba operar, 

hacer guardias, organizar el servicio para que se 
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realizaran los actos médicos de cirugía cardíaca que 

incluía organizar la coordinación quirúrgica y todo lo 

relacionado al acto médico en sí, desde ver el paciente, 

indicar la cirugía, realizarla o indicar que otro 

cirujano del grupo la realizara, seguir al paciente en 

el postoperatorio durante su internación verlo luego del 

alta sanatorial hasta darle el alta definitiva y pasarlo 

a su médico o centro de referencia...” (fs. 359). 

       “...Los dos Jefes yo y el 

actor distribuíamos los horarios, licencias, guardias y 

todo el trabajo inherente al grupo, nos cubríamos entre 

nosotros. En este tipo de trabajo en que la relación 

laboral económica es en relación al enfermo, siempre nos 

estamos cubriendo para poder acceder a licencias por 

enfermedad reglamentarias o por congreso” (fs. 360). 

       Y, ante la pregunta de si 

comunicaban esos hechos a la Española, contestó: 

“Comunicaba informalmente, sabían que el servicio estaba 

cubierto” (fs. 360). 

       De la declaración se 

desprende que no sólo el actor organizaba la cirugía en 

sí, sino el servicio en general, la coordinación 

quirúrgica e incluso las guardias, lo que corrobora los 

hechos consignados por la Sala, en tanto no había un 

control directo sobre su gestión. 

      V) Finalmente, cabe deses-
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timar el agravio relativo a la no admisión por parte de 

la impugnada del recurso de adhesión a la apelación por 

no encontrarse previsto en la Ley No. 18.572, aspecto en 

el que tampoco le asiste razón. 

       De autos surge que a fs. 

635 el representante del actor Brusich evacuó el 

traslado del recurso de apelación conferido y adhirió al 

recurso de apelación, entendiendo la jueza de primer 

grado que no era admisible “...por cuanto no existe 

previsión en tal sentido en el régimen establecido en la 

nueva legislación procesal laboral...” (fs. 659). 

       Ante tal negativa, la 

parte interpuso recurso de queja por denegación de 

apelación a fs. 662, expidiéndose la Sala a fs. 680, 

desestimando el mismo por las razones que allí expuso. 

       La Sala que debía conocer 

en el recurso de queja, entendió que asistía razón      

a la magistrado de primera instancia en tanto “...dicha 

vía recursiva no está prevista en la ley 18.572...” (fs. 

680), en consecuencia, la cuestión quedó sellada      

con el fallo emitido por el órgano de segundo grado,   

no siendo procedente sea revisado en el ámbito 

casatorio. 

      VI) Las costas, por su orden. 

       Por estos fundamentos, la 

Suprema Corte de Justicia, por unanimidad,  
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     FALLA: 

      DESESTÍMASE EL RECURSO DE 

CASACIÓN INTERPUESTO, SIN ESPECIAL CONDENACIÓN. 

      OPORTUNAMENTE, DEVUÉLVANSE LOS 

AUTOS. 
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